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INTRODUCCIÓN

 

 

José Marcos Medina Bustos1

Esther Padilla Calderón2

 

 

 

 

Los coordinadores de este libro colectivo compartimos el interés de reconocer a los grupos indígenas la importancia que han tenido en la historia de nuestras sociedades, así como la preocupación por recuperar la historia de territorios considerados periféricos a los grandes centros de poder. De ahí que en este trabajo se ofrezcan resultados de investigaciones que hacen hincapié en las relaciones entre sociedades indígenas y no indígenas que se desarrollaron en zonas de frontera como el septentrión novohispano y mexicano; además, se incluye un estudio referido a la frontera bonaerense de la Argentina con la intención de mostrar las similitudes entre espacios lejanos pero que comparten la característica de ser fronterizos.

La relevancia de estos trabajos reside en que abordan temas poco atendidos en la historiografía mexicana, como la permanencia de grupos indígenas que rechazaban violentamente el dominio español o mexicano; la existencia de territorios sin conquistar que motivaba políticas de poblamiento; el sostenimiento de prácticas coercitivas para obtener fuerza de trabajo; las negociaciones interétnicas y la configuración de sociedades en las que la conflictividad era un estado cotidiano. Los conflictos entre la sociedad indígena y no indígena es el tema predominante de este libro, y no es casual, dado que la imposición del dominio español fue lenta y precaria, lo que posibilitó la resistencia indígena. Este dominio se consolidó pronto en áreas donde la colonización civil predominó, como la Nueva Vizcaya, pero fue lento en donde las misiones fueron la avanzada española, como en el caso de la provincia de Sonora, donde todavía en el siglo xix y principios del xx ciertos grupos indígenas mantenían su capacidad de impugnar el dominio mexicano.

Los participantes en este libro abrevamos de la historiografía de las áreas fronterizas de Hispanoamérica, y aun si tenemos diferentes puntos de vista, coincidimos en rechazar estereotipos etnocentristas acuñados en el siglo xix, como aquel que alude a “civilización y barbarie” y observa a los indígenas como actores de culturas inferiores a los que había que inculcar una cultura que se presumía superior; o aquel que concebía los territorios indígenas como “espacios vacíos” por no ser explotados con una lógica mercantil y entonces había que “colonizarlos”.

Una concepción operativa de la frontera debe abandonar tales prejuicios para pasar a caracterizarla como un espacio en el que se encuentran, ya sea violenta o pacíficamente, dos o más pueblos con culturas diferentes; como producto de tal contacto se generan procesos de aculturación que afectan a los diversos pueblos involucrados, ya que la característica principal de este contacto es que ninguno se puede imponer sobre el otro, conformándose una sociedad distinta de las culturas que le dieron origen, cuyo rasgo más genuino es su existencia limitada en el tiempo, su carácter transitorio. Así, una región fronteriza existe solamente hasta que “ninguna cultura, grupo o gobierno pueda declarar un control efectivo o hegemonía sobre otras” (Schröter 2001, 364-367). En este sentido se ha expresado también que el concepto de frontera se refiere al límite sobre el control efectivo del territorio por parte de los novohispanos y después de los mexicanos (Velasco 1998, ix).

No obstante, el carácter transitorio de la sociedad de frontera se puede prolongar en el tiempo, estabilizándose debido a situaciones como la lejanía de los centros de poder y el potencial de resistencia y de ofensiva de los indígenas, lo cual se expresa en la conformación de estructuras militares especiales como los presidios y las milicias, leyes de excepción, y una sociedad más individualista y abierta a sectores marginales de la sociedad que originó la frontera (Schröter 2001, 372-381).

Para reforzar el planteamiento anterior es útil la conceptualización que se ha hecho de la frontera septentrional del imperio español como contested ground, traducido como territorio impugnado o disputado, concepto que visualiza a este territorio como una zona de interacción histórica entre pueblos, donde no one has an enduring monopoly of violence (nadie tiene un perdurable monopolio de la violencia) y los diferentes pueblos contienden por los recursos naturales y para imponerse unos sobre otros (Guy y Sheridan 1998, 10). En esta caracterización más global de la frontera septentrional novohispana, las diferentes tipologías como frontera misional, bélica y minera aparecen combinadas, sin perder de vista su objetivo común: imponer el dominio hispano sobre indígenas que no han sido definitivamente conquistados.

A través de este enfrentamiento secular, de esta cotidianeidad violenta, que con frecuencia tuvo como fondo la “incomprensión mutua, es decir, la intolerancia cultural manifiesta en el modo como cada parte veía a la otra” (Velasco 1998, xxx y 352), se conformó una sociedad que integró elementos culturales diversos, los cuales desplegaba tanto en situaciones de paz como de guerra. La interrelación que se produjo entre los actores sociales involucrados llevó a una “mutua aculturación”, pero ésta debe ser entendida en su sentido —más amplio— de “encuentro de culturas heterogéneas”, a fin de que sea posible aprehender “la posibilidad de influencias recíprocas” (ibíd., xxi).

El ambiente fronterizo se palpa desde el primer trabajo de Chantal Cramaussel, el cual se trata de una investigación ubicada en el conjunto del septentrión novohispano, particularmente en los centros mineros de Parral, Chihuahua, Álamos y El Rosario. El planteamiento central es que la demanda de mano de obra de los mineros españoles propició que los sistemas de trabajo impuestos sobre los indígenas de tan vasto territorio fueran especialmente compulsivos y violentos. La esclavitud era el destino de los indígenas que permanecían fuera del domino español, al ser catalogados como indios de guerra; los indígenas de las misiones, si bien estaban exentos del tributo en especie, debían prestar servicios personales a través del sistema de repartimiento; y en las primeras décadas de los siglos xvi y xvii el sistema de encomiendas fue implantado en la Nueva Vizcaya. Lugares como El Rosario, Chihuahua o Parral tenían trabajadores identificados como yaquis y sonoras, quienes eran obligados a trasladarse desde sus pueblos de origen en las misiones jesuitas para cumplir con la carga del repartimiento forzado de trabajadores. La abundante evidencia documental de este trabajo contradice las tesis acerca de que en el septentrión novohispano predominaba el “trabajo libre asalariado”; en su lugar enfatiza la violencia impuesta sobre los indígenas para convertirlos en mano de obra.

Tal violencia ejercida sobre las sociedades indígenas motivó que no pocos sujetos y en ocasiones grupos enteros se opusieran al orden que imponía la Corona española. Este rechazo, según se documenta en el trabajo de Esperanza Donjuan, tomó formas diversas. En algunas ocasiones se manifestó a través del abandono del territorio, en otras mediante rebeliones armadas. El abandono de sus pueblos llevaba a los indígenas hacia reales de minas, ranchos o haciendas, o los orillaba a buscar refugio en sitios alejados de las zonas pobladas, como las barrancas de las sierras, donde, al ser parte de grupos étnicamente heterogéneos, sobrevivieron posiblemente gracias a los saberes que cada cual compartía en función de su cultura de origen. Los así llamados “indios arrochelados” se negaban a abandonar sus refugios. El aislamiento en que vivían era el modo que habían encontrado de salvaguardarse del orden social que pugnaba por imponerse y que ellos repelían. La existencia de “indios arrochelados” se produjo también en las zonas caribeñas de Colombia y Venezuela; Esperanza Donjuan identifica importantes similitudes entre estos grupos y los del noroeste novohispano en el capítulo de su autoría que aquí se presenta.

La frontera noroeste de la Nueva España como una frontera abierta que habría que ocupar aparece en el texto de Mario Alberto Magaña Mancillas, quien analiza las políticas fallidas de poblamiento español en la “última frontera de gentilidad para los misioneros franciscanos”, el área situada alrededor de la confluencia de los ríos Colorado y Gila, poblada por indígenas yumas y jalchedunes, a los cuales se pretendió evangelizar con el establecimiento de dos misiones en 1780. Por una serie de causas expuestas por el autor, estos indígenas pronto se rebelaron y terminaron con el acariciado proyecto español de establecer una ruta terrestre que comunicara Sonora con las Californias. Magaña Mancillas señala que el fracaso del poblamiento en este lugar motivó una discusión entre misioneros y autoridades sobre el “método” seguido en el establecimiento de misiones, promoviendo entonces un “nuevo método” que implicaba definir en quién recaería la responsabilidad de controlar los recursos misionales: en los misioneros e indios o en los capitanes de presidio y colonos españoles. Esta discusión se expresó también en la Pimería Alta, siendo trascendente para las áreas fronterizas.

La violencia endémica en las zonas de frontera hispanoamericanas también posibilitó las alianzas de los españoles y mestizos con ciertos grupos indígenas para combatir a otros grupos rebelados o que se mantenían independientes. María del Valle Borrero y Dénica Velarde presentan los resultados de sus investigaciones sobre una temática que permanecía inexplorada: la formación de compañías auxiliares constituidas por indios ópatas y pimas que, como indican Borrero y Velarde, fueron conformadas por el gobierno español durante el auge de los presidios establecidos en la provincia de Sonora, en la segunda mitad del siglo xviii. Para la Corona resultaba menos costoso y con mejores resultados sostener estas compañías; para los indígenas también les significaba ciertas ventajas, como preservar algunos derechos sobre sus tierras y proteger hasta cierto punto a sus comunidades del asedio español y de indígenas cazadores recolectores como los apaches. Las autoras demuestran que estas compañías eran apreciadas por los conquistadores, quienes las consideraban imprescindibles para el mantenimiento del orden colonial en la frontera noroeste del virreinato, aun si su probada eficacia en los combates podía volverse contra el régimen español. 

Temática similar a la anterior es abordada por Silvia Ratto en su capítulo sobre las alianzas político-militares en la zona de frontera bonaerense durante los años de 1830 a 1870. Su trabajo hace referencia a la incorporación de fuerzas auxiliares indígenas y subraya que esta incorporación ocurre en diferentes momentos del desenvolvimiento político social del mismo territorio. La autora analiza la incorporación de lanceros indígenas en la defensa fronteriza para aprovechar su conocimiento sobre los modos de enfrentar a agresores indígenas. En este capítulo se caracteriza su participación militar, se identifican claramente momentos distintos de las formas de relación entre lanceros indígenas y autoridades militares y civiles criollas. Como en el caso del septentrión novohispano, los lanceros aprovechan su posición para negociar con el régimen en turno.

¿Cómo se da en el siglo xix la privatización de las tierras de los pueblos que habían sido misiones? José Marcos Medina Bustos expone el proceso de privatización como parte de la instrumentación de la legislación liberal en Sonora. Señala que se vivieron diferentes procesos, dependiendo de la situación de los grupos indígenas. Así, en los pueblos de ópatas y pimas bajos y altos se ejerció una mayor presión sobre la tierra porque la población no indígena era mayoritaria; de ahí que la respuesta inicial de los indígenas fuera resistir y después aprovechar los resquicios que dejaban las leyes privatizadoras. Medina Bustos advierte que estos grupos indígenas tenían repartidas las tierras de manera individual y arrendaban las tierras del común, por lo que su oposición a la privatización se debía más bien a la injerencia de las autoridades estatales en asuntos que manejaban los gobiernos indígenas. Situación diferente se vivía entre yaquis y mayos, pues en sus pueblos la presencia de población no indígena era mínima; sin embargo, también resintieron los efectos de la legislación. Los mayos lograron que se les respetaran sus terrenos a través de la vía legal de la medida de los fundos de los pueblos; los yaquis, sin recurrir a ninguna fórmula legal, sino ejerciendo presión política, mantuvieron su derecho a usufructuar los terrenos cercanos a sus pueblos.

El capítulo de Laura Shelton incluido en este libro representa una aportación al conocimiento de los procesos de cambio social relacionados con el modo como las jerarquías de clase empezaban a ser más importantes que las jerarquías étnicas en la Sonora decimonónica, tal como se evidencia en el caso de la ciudad de Hermosillo, más desarrollada económicamente que otros sitios en el estado. A través del estudio del imaginario social sobre los indígenas en los procesos penales relacionados con hechos de estupro y violación en el juzgado penal de Sonora en el siglo xix, Laura Shelton explora en torno a elementos tales como el delito, el origen étnico, el género, la sexualidad y el estatus social para acercarse al conocimiento riguroso de la discriminación que enfrentaban los indígenas y particularmente las mujeres en los tribunales sonorenses. Las interrogantes de Shelton son más precisas y específicas cuando se trata de casos de estupro o violación; entonces advierte que tratándose de mujeres jóvenes, el estupro expresaba la dominación “sobre los pueblos indígenas a través de los cuerpos de las jóvenes”.

La entidad sonorense, atravesada por un complejo y prolongado proceso de reconfiguración de sus límites fronterizos, vivió en el siglo xix una etapa de confrontación que involucró a una parte sustantiva de su población mestiza y a indios chiricahua, los cuales encontraron en sus incursiones en Sonora un modo de enfrentar la exclusión y el dominio de los que eran objeto en su territorio de origen. El trabajo que presentan Ignacio Almada, Juan Carlos Lorta, Valeria Domínguez y David Contreras da cuenta de un significativo incidente ocurrido en la localidad sonorense de Teópar en enero de 1886, que se inscribe “en la compleja relación fronteriza” y que muestra con claridad la violación de los acuerdos binacionales signados entre México y Estados Unidos respecto al paso recíproco de tropas. A través de un detallado recuento de hechos, los autores identifican que a partir de este suceso los vecinos sonorenses dejaron de ser combatientes para convertirse en informantes; sus declaraciones fueron decisivas en trascendentales decisiones posteriores de las autoridades mexicanas.

El valle más extenso del occidente sonorense ha conformado el territorio tradicional de la etnia yaqui, y desde el siglo xx constituye la región agrícola más importante de Sonora. Su apropiación dio lugar a severos conflictos entre indios y no indios, particularmente en los últimos años del siglo xix y primeros del xx. En su capítulo, Esther Padilla resalta la llegada de la compañía norteamericana Richardson al Valle del Yaqui en un contexto de confrontaciones en el que la empresa se involucra al continuar el deslinde del territorio e iniciar su conformación como área hidroagrícola compacta. Trabajos preexistentes señalan que el desenvolvimiento de la Richardson fue afectado por acciones de los yaquis. Padilla observa que aunque la defensa territorial de los indios era un obstáculo para el desarrollo del valle, no pocas veces las denuncias de los norteamericanos sobre los indios fueron un pretexto para justificar su incumplimiento con el gobierno respecto del desarrollo hidráulico de la región, pues la compañía había decidido interrumpir sus inversiones en mantenimiento y construcción de infraestructura en un contexto de conflictividad a pesar de continuar cobrando por el agua suministrada a los usuarios de la infraestructura para riego.

El último capítulo consiste en reflexiones teóricas de Zulema Trejo y Carlos Mejía en torno a la conceptualización de las fronteras simbólicas y su posible aplicación al estudio de los procesos que han atravesado las relaciones sociales acaecidas entre grupos indígenas y no indígenas. Los autores complejizan los conceptos teóricos al confrontarlos con datos empíricos relativos a la historia sonorense y dan cuenta de cómo pueden ser aplicados al estudio de relaciones interétnicas específicas. Con este capítulo se pretende enriquecer las perspectivas teóricas de la investigación sobre las zonas de frontera.

Hasta aquí el conjunto de investigaciones que se incluyen en este volumen, los cuales fueron presentados —en una primera versión— en el IV Coloquio de Estudios Históricos de Región y Frontera, realizado en Hermosillo, Sonora, en octubre de 2011, bajo los auspicios de El Colegio de Sonora. Como puede advertirse, los periodos escogidos por los autores permiten mostrar elementos sobresalientes del desarrollo de los pueblos indígenas en diferentes etapas de la historia. Estamos seguros de que nuestros lectores encontrarán aquí resultados de investigaciones originales que enriquecerán sus propias miradas de los procesos que han atravesado a grupos indígenas cuya historia ha tenido lugar en territorio de frontera.

Finalmente, los coordinadores queremos hacer explícito nuestro reconocimiento al Programa de Mejoramiento del Profesorado (promep) por los apoyos que ha brindado a nuestro Cuerpo Académico Consolidado colson-ca-4 Estudios Históricos: Región y Frontera, los cuales han sido muy importantes para que este libro lograra salir a la luz pública.

 

 

Hermosillo, Sonora, abril de 2013.
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LA TRIBUTACIÓN DE LOS INDIOS EN EL SEPTENTRIÓN NOVOHISPANO

 

 

Chantal Cramaussel1

 

 

 

 

A pesar de las evidencias reunidas por Silvio Zavala acerca del servicio personal de los indios (Zavala 1985-1987), por Peter Gerhard en su libro fundamental sobre la frontera norte de la Nueva España (Gerhard 1993, 9-10), por Robert West en su obra sobre Sonora publicada el mismo año (West 1993) y por Bernd Hausberger en su estudio de las misiones de Sonora (Hausberger 2000, 510-547), durante las últimas décadas se ha repetido hasta el cansancio que los indios del septentrión novohispano eran en su mayoría asalariados libres y que no se les cobraba tributo, como en el centro del virreinato.2 Pero si en el norte no se levantaron matrículas de tributarios como en la gobernación de la Nueva España, esto no quiere decir que no hubiera tributarios. El tributo en el septentrión novohispano no se cobraba en géneros sino en trabajo,3 según modalidades que fueron cambiando a lo largo del tiempo y que difieren de una región a otra. Únicamente en la gobernación del Nuevo México y en Culiacán (que formaba parte de la jurisdicción de la Nueva Galicia), los indios pagaban en parte el tributo en especie.

De la cantidad de indios dependía desde luego el monto del tributo, aunque fuera éste entregado en trabajo. Así, los españoles poblaron primero en la segunda mitad del siglo xvi las regiones con mayor número de indios del altiplano septentrional,4 y a su vez penetraron con más dificultad en las provincias costeras del Pacífico, donde la alta densidad demográfica indígena entre los ríos Culiacán y Yaqui no les permitió implantarse cabalmente sino hasta más de una centuria después.

Una vez analizada la diversidad regional en los sistemas de trabajo establecidos al norte de la Nueva Galicia,5 me centraré en estudiar los desmedidos desplazamientos de indios causados por la tributación en trabajo en el norte central y occidental.6

De esos traslados forzosos dependía el poblamiento de nuevos  centros mineros. Sin recursos mineros de importancia, ni en el noreste ni en California se dio el mismo fenómeno. Son fuente principal de mi investigación los registros parroquiales de los principales reales del norte en la época colonial: San José del Parral (ahora Hidalgo del Parral, Chihuahua), Nuestra Señora del Rosario (El Rosario, Sinaloa), Nuestra Señora de Álamos (Álamos, Sonora) y San Felipe el Real de Chihuahua (Chihuahua, Chihuahua).7

La diversidad regional en los regímenes laborales
impuestos a los indios

Con el fin de evitar la reducción a la esclavitud de los indios rebeldes, que pasó a ser general en el norte durante el siglo xvi, y para suplir la carencia de mano de obra local, se trató de mandar al septentrión a negros esclavos, así como a indios del centro del virreinato (mexicanos, tlaxcaltecas, tarascos, otomíes). Nunca llegaron los africanos en cantidad suficiente; además su alto precio hacía que sólo los colonos más pudientes estuvieran en condiciones de adquirirlos. En cuanto a los indios del centro, se prohibió su envío al norte después del catastrófico descenso poblacional causado por las grandes epidemias que marcaron el siglo de la conquista (Cramaussel 2006, 186-205, y 2009b). Recurrir a la fuerza de trabajo de los indios locales se convirtió entonces en la única opción. Así, la Corona instituyó el tributo en servicios personales por un número limitado de semanas por año y por tributario. Unos tributarios estaban bajo el control directo de las autoridades coloniales que los distribuían en repartimiento a los hacendados; otros se encontraban bajo régimen de encomienda, por haber cedido la Corona a particulares sus derechos sobre el tributo de los indios. 

En todos los dominios del rey de España, a partir del momento en que los indios se subyugaban y prometían obediencia al soberano, se convertían de facto en tributarios. Del septentrión novohispano y de sus moradores tomaron posesión en el siglo xvi los gobernadores de Nueva Vizcaya (1562), Nuevo León (1580), Nuevo México (1598), California (1598) y Coahuila (1687). A pesar de las sublevaciones frecuentes en la centuria siguiente, la Corona consideraba a todos los indios del norte como conquistados y por lo tanto sujetos del rey y tributarios. Los que se alzaban eran calificados de apóstatas, y cuando no se les sentenciaba a muerte, se les condenaba a la esclavitud en alguna hacienda, generalmente por una o dos décadas, cuando los mercaderes no los adquirían para revenderlos más al sur (Cramaussel 2006, 186-201). De hecho, la cacería de esclavos fue para los pobladores del siglo xvi la manera más fácil de allegarse recursos; ésta coexistió con la encomienda y el repartimiento, los cuales para los indios no distaban mucho del cautiverio, como vamos a ver a continuación.

Durante los siglos xvi y xvii los gobernadores del septentrión novohispano otorgaron indios en encomienda a los vecinos españoles de sus respectivas jurisdicciones, por una, dos o tres vidas y el tiempo que “fuera la voluntad del rey”. Entre 1562 y 1582, los primeros encomenderos de la Nueva Vizcaya pudieron cobrar a sus encomendados el tributo que les placiera. Muchas encomiendas fueron otorgadas de hecho sobre regiones todavía sin someter, al igual que en la Nueva Galicia (Álvarez 2009) o después en el noreste. El encomendero era entonces el que estaba habilitado por la Corona para realizar la conquista de “sus” indios. A lo largo del siglo xvii continuaron existiendo ese tipo de “encomiendas de guerra” que implicaban el desplazamiento de los indios a la hacienda de su amo, para que éste pudiera cumplir con la obligación de evangelizarlos y beneficiarse de su labor.8

Como lo señala Peter Gerhard, fue hasta 1582 cuando se fijó la carga tributaria de los indios encomendados en tres semanas de servicio personal por año y por tributario (Gerhard 1993, 9). La concesión de nuevas encomiendas fue finalmente abolida entre 1670 y 1680, pero siguió existiendo una forma de encomienda llamada congrega en el noreste novohispano durante el resto de la época virreinal (ibíd., 9-10) que no difería de hecho de las encomiendas de guerra de la Nueva Vizcaya central. El repartimiento, en cambio, nunca fue suprimido.9

Exentar del repartimiento a los indios de las misiones recién fundadas durante diez años parece haber sido la regla, como en Ostimuri de 1609 a 1619 (ibíd., 265-266). Los jesuitas obtuvieron una exención por veinte años en la Alta Tarahumara (West 1993, 66), así como en la Pimería Alta, pero no siempre se respetó ese plazo (Hausberger 2000, 536). También les fue otorgado ese privilegio a los pueblos de Bacadéguachi y Nácori por estar en frontera con los indios enemigos; no obstante, en 1715 los justicias reales trataron también de exigir a los indios de esos lugares el envío de trabajadores al repartimiento de las minas.10

En el norte novohispano se establecía la encomienda sobre un “cacique” de una región determinada y su “nación”, la cual consistía en su parentela, aunque los encomenderos no se molestaban en reconocerla (Cramaussel 2000); iban por indios cada vez que los necesitaban. En esas condiciones resultaba difícil distinguir la encomienda de la simple cacería de esclavos. Buena parte de los títulos de encomienda que se otorgaron en los siglos xvi y xvii correspondían de hecho a los territorios sin colonizar donde los españoles también tomaban cautivos. La única diferencia entre la reducción de los indios a la esclavitud y su sujeción bajo encomienda radicaba en que los encomendados no se podían vender y tenían que permanecer en la propiedad del encomendero, el cual, si arrendaba su hacienda, lo hacía siempre con la mano de obra de su encomienda. Así, en varias regiones como el Conchos o el Bravo, las encomiendas antecedieron por varias décadas a la creación de misiones, al igual que en la región de Álamos (Gerhard 1993, 339-340). 

Las misiones fundadas después de que se concedieran en encomienda los pueblos que corrían a su cargo formaron parte integral del mismo sistema de acopio de trabajadores. Hubo de esta manera encomiendas y repartimientos otorgados sobre pueblos de misión que administraban jesuitas y franciscanos. Tanto los indios de la Conchería evangelizados por la orden seráfica como los de la Tarahumara que dependían de la Compañía de Jesús habían sido cedidos en encomienda a capitanes-hacendados de la cuenca del río Florido a lo largo del siglo xvii (Cramaussel 2006, 221-222). 

La Corona recompensaba con encomiendas las acciones militares de los conquistadores que reducían a los indios por iniciativa propia, es decir, se trataba de congregas semejantes a las de Nuevo León. En la provincia de Santa Bárbara, antes de pedir en encomienda a los indios asentados en su hacienda, los solicitantes tenían que comprobar que éstos llevaban cuando menos cinco años de haber sido bautizados y de vivir con ellos. Cabe aclarar que los indios dados en encomienda no siempre eran sedentarios, incluso podían desconocer por completo la agricultura de tipo occidental, como sucedió con los cazadores recolectores en la región de Saltillo (Cuello 1990, 191-221). En el encomendero recaía la responsabilidad de asentarlos en buena policía e instruirlos en la religión católica, en los métodos de beneficio de la plata o en las artes de la labranza. 

Se suponía que una vez cumplidas las tres semanas de trabajo obligatorio, los indios encomendados se podían ir de la hacienda a la que habían sido asignados, pero esto rara vez sucedía. Los argumentos de los que echaban mano sus amos para justificar la situación consistían en afirmar que si los dejaban regresar a su tierra dejarían de recibir la instrucción en la fe cuando eran originarios de una región que carecía todavía de misiones. Cuando éstas existían los encomenderos alegaban que los indios les debían obvenciones de sacramentos o bienes que se les había adelantado sobre su salario. Si los indios escapaban, se organizaban expediciones militares encabezadas por el protector de indios para perseguir a los fugitivos y allegarse de más nativos.11

En las Indias Occidentales, al igual que en la península, había personas que estaban exentas de tributo (que se llamaba “pecho” en Castilla y a los tributarios se les decía “pecheros”). Los gobernadores de las naciones de naturales nombrados por las autoridades de la Corona, los capitanes de rancherías adjuntas a las haciendas, así como los gobernadores de los pueblos de misión y sus oficiales no tenían la obligación de tributar porque se equiparaba su estatus al de los hidalgos españoles. Muchas veces fueron los que sirvieron de intermediarios a los españoles para reclutar la mano de obra; incluso se les recompensaba dándoles regalos.12

Las autoridades locales no eran en realidad las que administraban y controlaban el repartimiento fuera de las misiones, sino que eran los propios interesados los que lo aseguraban gracias a su capacidad militar o sus buenas relaciones con los indios, porque como veremos más adelante había todavía muchos nativos que se encontraban fuera de control a principios del siglo xix. Además, y es importante enfatizarlo desde ahora, los indios adscritos a una hacienda también estaban libres de tributación. 

La Corona exentó igualmente a todos los españoles residentes en América, haciéndolos hidalgos por sus méritos como conquistadores; ese privilegio se extendió también a sus descendientes, así como a los mestizos y a los miembros de las castas. A fines de la época colonial, se incluyó a esos últimos en las matrículas de tributarios en la gobernación de la Nueva España, pero no en Nueva Vizcaya ni en Nueva Galicia, provincias consideradas todavía por el rey como en proceso de colonización. Pero también había diferencias regionales en las distintas provincias que conformaban el septentrión novohispano. 

En la Nueva Vizcaya central, Francisco de Ibarra distribuyó en encomienda a los indios de la región de Durango entre sus soldados al fundarse la capital de su recién creada gobernación. Tanto en el valle de Guadiana como en la provincia de Santa Bárbara hubo encomenderos que obtuvieron derechos sobre indios de paz y de guerra en los valles, el desierto y la sierra. En 1564, al norte de Culiacán, Ibarra concedió también encomiendas —probablemente de guerra— a sus soldados. A fines del siglo xvi los españoles tuvieron que abandonar las llanuras costeras, y cuando las reocuparon en la segunda mitad de la centuria siguiente ya estaba abolida la institución de la encomienda.

Después de la supresión de las encomiendas a fines del siglo xvii, se generalizó el sistema de repartimiento a partir de los pueblos de misión establecidos. En el septentrión ningún pueblo indígena se reconocía como tal; incluso en zonas como el Yaqui o el Mayo donde existían aldeas, los únicos pueblos reconocidos eran los de misión (Álvarez 2009; Medina 2010). Los demás asentamientos indígenas, algunos de los cuales habían sido pueblos de encomienda,13 fueron borrados del mapa porque se les consideró como rancherías de gentiles por evangelizar o como integrados a las tierras de las haciendas; la región aledaña a Álamos, donde la mayor parte de las rancherías conservó su nombre original, es el mejor ejemplo de ello. En cambio, en la provincia de Santa Bárbara ya no se mencionan en la documentación de la segunda mitad del siglo xvii las rancherías de indios que estaban incorporadas a las haciendas cuando se descubrió Parral en 1631 (Cramaussel 2006, 211), y sus nombres desaparecieron para siempre de la toponimia local. 

En el Nuevo México, fundado en 1598, el tributo se estableció en especie y era requerido a todos los indios asentados en pueblos de misión porque los españoles codiciaban las mantas, las pieles de venado y de búfalo, así como el maíz de los nativos. Al mismo tiempo se instauró el sistema de encomienda y repartimiento de trabajadores forzados hacia las estancias agrícolas de los españoles. Se sabe de encomiendas de indios que habitaban las riberas del río Bravo (en la gobernación del Nuevo México) otorgadas a principios del siglo xvii a labradores del Valle de San Bartolomé, en la provincia de Santa Bárbara (ibíd., 207). Los derechos de encomienda dejaron de ejercerse con la rebelión de los pueblo en 1680 y la encomienda no fue restaurada después de la reconquista del Nuevo México en 1693 (Gerhard 1993, 10).

En las regiones que pertenecen ahora al noreste de México, en Coahuila y Nuevo León, predominó la encomienda llamada “congrega”, que consistía en crear rancherías adjuntas a las haciendas cuyos habitantes tenían que trabajar para el dueño de la misma (Hoyo 1985; Zavala 1992). Eran en realidad “encomiendas de guerra” semejantes a las descritas para la Nueva Vizcaya durante los dos primeros siglos de la Colonia. Pero, contrario a lo que sucedió en el norte central, en el noreste novohispano, con excepción de Parras, las misiones fueron inestables y no se introdujo el repartimiento. Aunque la encomienda fue oficialmente abolida en 1672, las congregas fueron de ley hasta la Independencia (Gerhard 1993, 10). 

En la península de California, las primeras encomiendas que datan de 1598 (ibíd., 293-303) no se hicieron efectivas. Cuando los conquistadores se asentaron finalmente en la península en los últimos años del siglo xvii, españoles e indios compartían el pueblo de misión, los indios trabajaban para los soldados que los custodiaban y protegían a los misioneros, aparentemente bajo el control y la discrecionalidad de los regulares, ya fueran éstos jesuitas, dominicos (en la región de La Frontera: Magaña 2010) o franciscanos (en Alta California). Los españoles —poco numerosos— tuvieron que adaptarse a los movimientos estacionales de los indios, y escasos eran los nativos que permanecían en la misión o en las haciendas de los colonos a todo lo largo del año. Al parecer en la Alta California dominó el mismo régimen de trabajo hasta que en el siglo xviii se afianzaron las misiones, las cuales tuvieron que abastecer de bienes a los presidios y repartir mano de obra india a los soldados y vecinos que cohabitaban con los indios en las misiones. 

En la tardía colonización del Nuevo Santander, que data de la segunda mitad del siglo xviii, no hubo encomiendas ni repartimientos sino reducción sistemática a la esclavitud (Osante 1997) para todos aquellos indios que no aceptaban agregarse a una hacienda, como en el Nuevo León desde la Conquista. Al crecer la cantidad de colonos, se fue endureciendo el régimen de explotación colonial para los indios mientras se debilitaba en todo el virreinato el sistema misional que la Corona había considerado desde siempre como transitorio. Los conquistadores del lejano noreste aprovecharon la coyuntura para rechazar toda injerencia de los misioneros en el proceso de conquista y colonización, contrario a lo que sucedió en el noroeste, donde la implantación misional era más antigua y las peleas eran frecuentes entre misioneros y civiles. De todas maneras, el régimen misional no era de ninguna manera un sistema protector para los indios, puesto que era en las misiones donde se reclutaba la mano de obra; sólo les permitía a los nativos permanecer en su tierra de origen. 

La movilidad forzada entre los indios 
de la Nueva Vizcaya central y occidental

En Coahuila, los españoles eran pocos y les bastaba con someter a los indios de los alrededores, aunque fueran éstos nómadas, para contar con la cantidad suficiente de sirvientes. Muy distinta era la situación de los pobladores de la Nueva Vizcaya central y occidental, donde habían surgido centros mineros de importancia. En la minería, de la cantidad de brazos dependía en buena parte la productividad, de modo que la mano de obra indígena era muy codiciada. 

Los hacendados y estancieros que no gozaban de encomienda tuvieron que obtener una orden del alcalde mayor o del gobernador (único habilitado para ello después de 1777)14 para tener derechos a la labor de indios que se habían quedado sin encomendar. Pero una vez abolida la encomienda a fines del siglo xvii, los mismos pueblos seguían abasteciendo de mano de obra a los mismos hacendados, práctica que ocultaba de hecho la permanencia de las encomiendas, como lo denunciaba el virrey y se constata en el archivo de Parral (Cramaussel 2006, 226). La necesidad de una mayor cantidad de brazos conllevó la instauración de prácticas de acopio en un inmenso territorio desde Santa Fe a Durango, de norte a sur, y del mar de Cortés hasta las llanuras del altiplano central, de oeste a este. Los indios de repartimiento requerían en muchos casos de varias semanas para llegar a su punto de destino. Del mismo modo que la concesión de encomiendas había implicado grandes traslados de población, los repartimientos también los ocasionaron. 

Se observa en los cinco mapas anexos acerca del origen de los indios foráneos en los principales reales mineros del norte novohispano que las distancias recorridas eran más cortas en la región de Álamos (figura 3), donde la mayor parte de los indios provenía del río Mayo cercano (Cramaussel 2012); aun así los traslados superaban a veces los 150 kilómetros. Hacia Parral (figura 1), El Rosario (figura 2) y Chihuahua (figura 4) los desplazamientos eran mayores, además de que los indios de la vertiente occidental de la cadena montañosa tenían que atravesar la intricada serranía para alcanzar la Nueva Vizcaya central. En esos dos últimos centros mineros se menciona con frecuencia a indios de Culiacán y Sinaloa que parecen haber sido centros de abasto de trabajadores o nombres genéricos que no correspondían forzosamente al pueblo de origen de los indios. Del mismo modo, el gentilicio “yaqui” en la época colonial se daba también a los indios mayos que hablan el mismo idioma y fueron considerados durante mucho tiempo como pertenecientes a la misma nación.15 En cuanto a los “sonoras”, provenían principalmente de la Opatería y de la Pimería, y por las referencias encontradas acerca de los pueblos de donde eran oriundos, su “territorio” coincidía por lo tanto con las jurisdicciones de las alcaldías mayores de Sonora (de ahí su nombre) y de Ostimuri, que llegaba hasta el río Yaqui, donde comenzaba la de Sinaloa.

 

Figura 1

 Origen de los indios foráneos sacramentados en la provincia de Santa Bárbara durante los siglos xvii y xviii
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Fuentes: apsjp, partidas de bautizos y de matrimonios; Archivo Parroquial de San Bartolomé (apsb), Valle de Allende, Chihuahua; Archivo Histórico de Parral (ahp) (2554-2561, en el microfilm). Chantal Cramaussel (2012). Elaborado por Ramses Lazaro.

 

 

Figura 2
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Fuente: apnsr, partidas de bautizos y de matrimonios e informaciones matrimoniales.  Chantal Cramaussel (2012). Elaborado por Ramses Lazaro.

 

 

Figura 3

Origen de los indios foráneos sacramentados en Álamos durante los siglos xvii y xviii
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Fuente: apnspca, partidas de bautizos y de matrimonios e informaciones matrimoniales. Chantal Cramaussel (2012). Elaborado por Ramses Lazaro.

 

 

Figura 4

 Origen de los indios foráneos sacramentados y mandados en repartimiento a Chihuahua durante el siglo xviii
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Fuentes: apsfrc, partidas de bautizos y de enfermos; ahp, 1723 (2553-2561 en el microfilm) y Hausberger 2000 (529-531). Chantal Cramaussel (2012). Elaborado por Ramses Lazaro.

 

 

Figura 5

 Los desplazamientos de indios hacia los principales centros mineros de la Nueva Vizcaya
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Fuentes: apnspca, apsfrc, apnsr y apsjp. Chantal Cramaussel (2012). Elaborado por Ramses Lazaro.

 

No se han conservado relaciones de repartimientos cuando eran los alcaldes mayores los que decidían por ellos. Es probable también que al igual que los indios encomendados los indios repartidos fueran originarios en un primer momento de lugares más cercanos. Hubo repartimientos tempranos en Nueva Vizcaya, en particular desde la sierra Tepehuana y desde la Tarahumara a la provincia de Santa Bárbara. En 1600 se precisa que los indios de repartimiento reunidos en Durango no se podían vender, lo cual muestra lo difícil que era desde aquel entonces distinguir en los hechos entre la esclavitud y los demás regímenes de trabajo coercitivo (Zavala 1985-1987, 584-586). Se repitió la misma orden en Parral cuarenta años después y se especificó que tampoco se podían vender los hijos de los indios que habían llegado a Parral por vía de repartimiento (West 1949, 86).

A los trabajadores forzados destinados a las minas se les llamó de “tepuzque” cuando iban a trabajar en las haciendas de beneficio. En los cuatro centros mineros estudiados el patrón es siempre el mismo. Primero aparecen indios de la región, así como naturales originarios de las regiones de donde llegan los primeros pobladores españoles (Culiacán y Sinaloa en el caso de Parral y de Rosario, la Pimería, en el caso de Álamos, la provincia de Santa Bárbara y Sonora en el caso de Chihuahua), después se extiende el sistema de abasto de mano de obra a zonas más lejanas, con excepción del real de Álamos, que se benefició de la alta densidad indígena local.

Cuando menos desde el siglo xvii las provincias del Pacífico y del Nuevo México, es decir, las dos regiones mejor pobladas del septentrión novohispano, sirvieron de reserva de mano de obra para la Nueva Vizcaya central. Una vez muertos o huidos los indios de los alrededores de los centros mineros y los que habían llegado con los primeros pobladores, los españoles iban a buscar a sus trabajadores en regiones más distantes, y cuando éstas eran el teatro de rebeliones aumentaba la presencia de indios foráneos en los reales de minas. En Parral dominaron los sinaloas y sonoras entre 1665 y 1690, pero con la guerra a fuego y sangre que significó la reconquista del Nuevo México, los rebasaron en número los indios de esa última región. Los indios sonoras fueron los primeros indios foráneos en llegar a Chihuahua; incluso aparecen con mayor frecuencia en los registros de la primera mitad del siglo xviii que los tarahumaras locales.16  A partir de 1750 abundaron los “yaquis” tras la rebelión de éstos de 1740 y la de seris y pimas de 1751, pero fueron superados en número por los apaches cuando se les hizo una guerra sin piedad en las dos últimas décadas del siglo.

Existen diferencias notables entre los principales grupos de indios foráneos que aparecen con mayor frecuencia en los registros parroquiales de los centros mineros: tenemos por un lado a los “sonoras”, “yaquis” y tarahumaras y por otro a los apaches del Nuevo México. Los indios sonoras y los yaquis, al igual que los tarahumaras, llegaban en familia. En Parral, en la primera mitad el siglo xvii, aparecen indios del Nuevo México provenientes de los pueblos de misión franciscana (Taos, Alameda, Santo Domingo), pero después sólo se les califica de “apaches” y no se menciona su pueblo de origen. Los apaches eran casi siempre solteros y los pocos niños que nacían en el seno de ese grupo fueron generalmente hijos de madre soltera. Hay muchos bautizos grupales, de niños que no son recién nacidos y de adultos, lo cual sugiere que se trataba de indios reducidos al cautiverio. En la parroquia de San Felipe durante tres años, entre 1788 y 1790, se bautizó a 96 niños entre 2 y 7 años de edad, todos de padres desconocidos y productos según toda verosimilitud de razias organizadas desde Chihuahua sobre los asentamientos apaches. Cabe enfatizar que en Rosario y en Álamos estaban totalmente ausentes los indios apaches a pesar de la cercanía de ese último real con la frontera habitada por los nómadas de guerra. Los yaquis y mayos cercanos bastaban para suplir a los mineros en mano de obra.

El arribo grupal de indios foráneos corresponde a los periodos más álgidos de las rebeliones que solían coincidir también con las principales epidemias, lo cual no es sorprendente, puesto que en esos momentos las haciendas perdían una parte de su mano de obra y sus dueños trataban por todos los medios de sustituirla con indios aún no arraigados en los asentamientos coloniales, pero que padecían las mismas crisis demográficas. Al ejercer una mayor presión sobre la población de los naturales también mermada, éstos se alzaban a veces en armas para evitar que se los llevaran a asentamientos de españoles para obligarlos a tributar en trabajo. Las sublevaciones daban entonces la oportunidad a los españoles de conducir una guerra a fuego y sangre en la que obtenían una mayor cantidad de indios reducidos legalmente a la esclavitud temporal, y eventualmente penetraban al mismo tiempo en áreas todavía sin colonizar. Fue en los momentos más catastróficos desde el punto de vista de la demografía que se multiplicaba la llegada de indios foráneos a los reales de minas (como en Álamos de 1784 a 1787: Cramaussel 2012) y que surgían nuevos reales como el de Chihuahua, después de las cruentas epidemias que marcaron los últimos veinte años del siglo xviii, o los centros mineros que formarían el distrito de Guarisamey entre 1783 y 1788,  en la Sierra Madre Occidental (Cramaussel 2009b). 

La escasa documentación acerca de los repartimientos revela que las órdenes de las autoridades locales, si alguna vez las hubo, eran orales, o que los pequeños papeles o “sellos” que amparaban oficialmente las sacas de indios se quedaron en manos de los interesados. Tampoco crece la cantidad de fuentes al respecto cuando, en el transcurso del siglo xviii, las misiones pasaron a ser los centros de acopio de la mano de obra de repartimiento. Los sellos que se reproducen a continuación son al parecer los únicos que se han conservado. 

 

Figura 6 

Sello de repartimiento de indios de 1684 conservado por la Compañía de Jesús
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Fuente: West 1993, apéndice D; el documento está en el Archivo Histórico de Hacienda, Fondo Temporalidades 325, expediente 87. El texto anexo precisaba sacar cada 15 días a 20 indios tapisques a las minas de Bacanuchi. El documento está firmado por el juez receptor de ese real de minas. Las barras indican el número de indios (6 de Tuapa, 6 de Opodepe, 8 de Cucurpe).

 

Figura 7

Sello de repartimiento de indios de 1714 conservado por la Compañía de Jesús



[image: fig7.jpg]



Fuente: West 1993, apéndice D; el documento está en el Archivo Histórico de Hacienda, Fondo Temporalidades 325, expediente 87. Está firmado por el teniente de alcalde mayor de Río Chico, quien recibió a 6 taspisques de la misión de Onabas, como lo indican las barras.

 

Respecto a la Nueva Vizcaya central, únicamente se conocen dos listas de mandamientos que datan de 1723-1726 y 1735-1736,17 y conciernen también a las misiones pero sólo las relativamente cercanas; no hay mención en esos mandamientos expedidos en Chihuahua de indios sonoras que eran mayoría en San Felipe en esos años, tal vez porque no se trataba de repartimientos ya establecidos sino de indios reducidos al trabajo personal. De hecho, las fuentes son ambiguas. Se dice, por ejemplo, que en el año 1640 había en Parral 1 300 indios sonoras “de repartimiento”, muchos de ellos gentiles (Cramaussel 2006, 145), pero unas décadas después, en 1691, el gobernador Pardiñas afirmaba que “la mayoría de los indios que se encuentran en Parral y Cusihuiriachi son sonoras que huyeron de sus pueblos”, parte de los cuales habían sido llevados en colleras a esos reales.18

Para repartir a los indios en las haciendas, en los casos de los sinaloas, sonoras y del Nuevo México, se respetaban generalmente las jurisdicciones coloniales establecidas para no levantar la ira de las autoridades que pretendían controlarlas. En los mapas adjuntos se aprecia la importancia de esas divisiones en los repartimientos del Siglo de las Luces. No son los reales mineros los que atraían a los indios, sino que los indios eran distribuidos en las haciendas mineras que pertenecían a la misma jurisdicción. Así, no hay indios tepehuanes en el real de Rosario (véase figura 2) y en Durango todos provenían de los pueblos situados al oeste del Mezquital, mientras que los que moraban al este del Mezquital eran enviados a Nombre de Dios o a las haciendas de San Francisco del Mezquital, cabecera de la alcaldía mayor (Cramaussel 2013). En Chihuahua se encontraban indios que eran originarios de muchos pueblos de la Tarahumara, pero sólo los originarios de las barrancas que pertenecían a la provincia de Sinaloa se localizaban en el real de Álamos.   

Sin embargo, los indios no iban a tributar siempre en los centros mineros más cercanos, tal vez por la relación que tenían ciertos dueños de hacienda con autoridades locales de otras regiones; hay numerosos ejemplos de envíos de trabajadores a cientos de kilómetros de su lugar de residencia, sin reparar en la existencia de minas más próximas: es probable que, al igual que en el caso de los esclavos, alejarlos de su tierra de origen permitía controlarlos mejor (Cramaussel 2009b, 135-136). Durante la segunda mitad del siglo xvii, Sebastián González de Valdés recibió en Parral a indios de Sahuaripa, cuando había minas mucho más cercanas en la provincia de Sonora (Cramaussel 2006, 226). En 1707 se mandó por vía de repartimiento a indios que eran mensualmente sacados por grupos de doce de los pueblos de San Gregorio, Soyupa, Los Remedios, Santa Catarina y Otatitlán (al oeste del actual estado de Durango) para laborar en las minas de Sonora y en las de Molinos, que pertenecían al mineral de la Veracruz de Topia, región donde ya prácticamente no quedaban indios (Vallebueno 2009). En 1722 había indios de repartimiento originarios de Santiago Papasquiaro en Chihuahua (Deeds 1989, 440); en 1737 se encontraban indios yaquis de repartimiento en Rosario, a 200 leguas de su tierra (Hausberger 2000, 533), etcétera.

Cuando en 1692 los indios más industriosos de Nío, Tamazula y otros pueblos de la provincia de Sinaloa y Culiacán pidieron pagar tributo en especie para no ser compelidos al trabajo forzado, las autoridades provinciales se lo negaron (ibíd., 536). Para entonces, habían prácticamente desaparecido las encomiendas (salvo las otorgadas por dos o tres vidas antes de 1670), pero el repartimiento de trabajadores que implicaba en muchos casos traslados de indios a larga distancia formaba parte ya de un sistema de colonización propio del septentrión novohispano. 

La carga tributaria en trabajo impuesta a los indios de repartimiento era más prolongada que la impuesta a los indios de encomienda. A principios del siglo xvii, consistía en dos meses por persona al año (contra tres semanas para los encomendados). En la Nueva Vizcaya central se redujo a un mes a mediados del siglo xviii, pero sólo en papel, ya que el tiempo que los indios tenían que cumplir con el tributo en las haciendas nunca se respetó. En la gobernación de Sinaloa y Sonora el trabajo forzado era de dos semanas, aunque los abusos eran también constantes (West 1993, 64). En los mandamientos que se conservan para Chihuahua en la segunda década del siglo xviii se obligaba a algunos indios a laborar durante seis meses y a otros por tiempo indefinido. En la Nueva Vizcaya central, a principios del siglo xvii, los beneficiarios de los repartimientos debían pagar un precio al alcalde mayor por cada indio que se les asignaba, mientras que en el siglo xviii los hacendados pagaban por adelantado al gobernador por la expedición del mandamiento.

Hubo muchos cambios en la reglamentación a través del tiempo; en 1600 el número de indios repartidos no podía exceder la sexta parte de los habitantes de los pueblos, y después de 1746 la tercera parte, pero para entonces las mujeres dejaron de ser tributarias (Cramaussel 2006, 220-221). En Sonora y Sinaloa, que tuvieron a su propio gobernador a partir de 1733, sólo se podía sacar 4 por ciento de los indios, al igual que en la Nueva España. Estas diferencias en lo concerniente a los indios de repartimiento de Sonora en la ley (menos indios por pueblo en proporción, menos tiempo de trabajo) tenían que ver con la mayor cantidad de indios disponibles y la cercanía de los reales de minas. Pero también da a entender esta reglamentación que los sonoras y yaquis que se encontraban en la Nueva Vizcaya central eran verdaderos “huidos” porque no existe alusión alguna a ellos en la reglamentación oficial. En 1715, los mineros de Sonora se enfrentaron a los jesuitas, quienes habían obtenido una real cédula del virrey por la cual se impedía sacar indios en repartimiento de los pueblos de menos de cien habitantes. Los misioneros sostenían que la población de las misiones se estaba reduciendo por las constantes sacas de indios de repartimiento y que los indios restantes ya no podían cumplir con las labores agrícolas en sus respectivos pueblos (West 1993, 64). Entiéndase por pueblos, desde luego, los pueblos de misión, ya que en la legislación española los demás asentamientos indígenas del norte novohispano no existían y mucho menos se conocía su población, como se explicó arriba.

En Álamos, los pueblos yaquis y mayos suministraban indios con regularidad por vía de repartimiento a los hacendados de ese centro minero.19 Pero en esa misma región, como en todas las demás, los nativos que no moraban en los pueblos de misión ni en las haciendas se calificaban de “huidos”, y leyes muy estrictas contra esta “vagancia” fueron promulgadas en particular durante el Siglo de las Luces (Cramaussel 2012). De esta manera, los centros mineros se hicieron de mano de obra cautiva suplementaria durante la época colonial, puesto que los indios “vagos” se reducían a una forma de esclavitud llamada “servicio personal”, la cual siempre fue autorizada por la Corona. Se trataba, según las leyes, de una conmutación de la pena de muerte que merecían los rebeldes que habían renegado de Dios y del rey al abandonar o no querer habitar ni las haciendas ni las misiones a las que las autoridades coloniales los destinaban. Pero, como ya lo mencionamos, al incorporarse a una hacienda los indios volvían a ser obedientes sujetos del monarca y dejaban de ser tributarios.20

Así, poco a poco se fueron despoblando las misiones en provecho de las haciendas y de la formación de lugares de refugio en remotas zonas serranas.

Hubo lugares predilectos para quienes querían escapar del orden colonial, como Cerro Prieto o San Luis Baboroco, a mediados del siglo xviii, donde se encontraban yaquis, mayos y pimas;21  la zona situada al este de Vaca, donde se ubicaban tarahumaras “bárbaros” (ibíd., 31); Guérachi, más al sur, sobre el río Verde, al norte de Baborigame, en 1783;22 o la región aledaña a Sahuaripa en 1796 (ídem). A principios de la centuria siguiente se perseguía todavía a los que se habían arrochelado en la vertiente occidental de la sierra, donde las hondas barrancas les proporcionaban refugios naturales. En 1803, el gobernador Bonavia denunciaba que en el pueblo de Huites y en una ranchería llamada Guara en la alcaldía mayor del Fuerte estaban viviendo indios fugitivos.En aquella época los indios no sometidos se escondían también en Taymuco y Gecopaco en la alcaldía mayor de Álamos, así como en las rancherías de Macoyahui y Nuri y en los cañones de Ostimuri y Batopilas.23

Durante las épocas de auge de los principales centros mineros del septentrión novohispano24 aparecen indios foráneos de manera continua en los registros parroquiales. Sin embargo, esos documentos no permiten medir esos flujos migratorios. Sólo se encuentra información dispersa, como en San José del Parral, donde se dice que en 1640 había 1 300 indios sonoras de repartimiento, en buena parte gentiles que no recibían por lo tanto sacramentos del cura del real. Los foráneos representaban cuando menos la cuarta parte de la mano de obra de ese centro minero.25

En San Felipe El Real de Chihuahua, en 1784 y 1785 fallecieron durante una epidemia 340 indios tarahumaras, entre mujeres, hombres y niños apresados en el obraje de Encinillas y en el cuartel de la villa. Esos indios sólo podían ser de repartimiento porque provenían de muchos pueblos distintos de la Sierra Tarahumara, de la Conchería y de la Tepehuana. Sin embargo, ni en los registros de matrimonio ni en los de bautizo se hubiera podido sospechar su importancia numérica. Entre los bautizados en esos mismos años aparece una mayoría de tarahumaras (cinco en 1784 y cuatro más al año siguiente), pero no se precisa el origen del resto de los indios. La proporción de indios foráneos en Chihuahua parece ser incluso mayor a la de Parral poco más de un siglo antes. Los trabajadores forzados tarahumaras conformaban cuando menos la cuarta parte de la población y rebasaban el millar de individuos (a los 340 muertos habría que añadir los sobrevivientes y los demás indios foráneos). En cuanto a los indios sinaloas, sonoras, yaquis y apaches de San Felipe, no estaban encuartelados, sino que residían de planta en las haciendas de los españoles, al igual que en Parral o en el valle agrícola de San Bartolomé décadas antes. Con el tiempo, esos indios perdieron su identidad (por lo menos en la documentación), pasaron a ser “indios” a secas cuando el cura dejó de mencionar su origen. 

Excepción a la regla fueron los indios que residían en los “pueblos”, “rancherías” o “barrios” yaquis fundados en Parral (Cramaussel 2006, 119), Rosario26 y Chihuahua (Cramaussel, 2009a). Esos asentamientos tuvieron autoridades propias, pero carecían de tierras, puesto que sus habitantes eran trabajadores de las haciendas. En Parral en el siglo xviii se levantó un padrón en el que se precisa la población del barrio yaqui de Nuestra Señora del Rayo. La conformaban 50 indios de repartimiento (29 familias en total) que estaban destinados a las haciendas mineras y agrícolas; otros 65 habían nacido en el real de Parral o en Aguacaliente.27 Estos últimos eran ya indios al parecer arraigados en el centro minero que no estaban adscritos a ninguna hacienda en particular; habían tal vez perdido la relación con la tierra de sus ancestros. Para desplazarse necesitaban un permiso del alcalde mayor o del gobernador indígena, al igual que todos los demás, aunque su número fluctuaba, lo cual muestra que el control que las autoridades coloniales ejercían sobre ellos dejaba que desear. 

Los indios de repartimiento eran considerados como “trabajadores asalariados libres” en la legislación española porque no eran sometidos a la esclavitud como los negros importados de África; es decir, tenían derecho a poseer bienes, no podían los hacendados separarlos de sus hijos y recibían a cambio de su trabajo un salario en bienes generalmente adelantados que los obligaba a permanecer en la propiedad en la que estaban laborando hasta que saldaran su deuda. Los indios foráneos no tenían acceso a la tierra porque no pertenecían a la república de los indios locales; por tanto, al carecer de una milpa, tenían que adquirir los alimentos que aseguraban su subsistencia, cuyo valor estaba arbitrariamente fijado por el dueño de la hacienda donde se ubicaban. Si su salario no les alcanzaba para hacerse de ellos, se endeudaban. Otro motivo de endeudamiento eran los crecidos costos del sacramento de matrimonio y de los entierros que excedían con mucho el salario mensual que debía percibir cada indio. Mientras los indios no pagaban todas sus deudas les era imposible salirse de la hacienda en la que habían “pedido prestado”, y al fallecer, sus hijos o parientes cercanos heredaban la deuda.28 El régimen de trabajo por enganche y endeudamiento propio de la Europa occidental nació en la época colonial y se perpetuó en el siglo xix con el llamado “peonaje acasillado”. Fue el mecanismo por el cual los hacendados retenían a la mano de obra, cuando menos en el aspecto legal (respecto a la Pimería Alta: González Rodríguez 1977, 181-184).

En el septentrión novohispano, obligar a los indios a radicar en las haciendas a todo lo largo del año era el objetivo, pero el proceso fue paulatino. Con el tiempo los centros mineros ya no necesitaron mano de obra de repartimiento, ni tampoco las haciendas más prósperas que se habían beneficiado durante décadas de la llegada de indios de encomienda o de repartimiento. De hecho, en los registros parroquiales aparecen cada vez más indios cuya procedencia ya no se precisa. Es probable que esos “indios” a secas pertenecieran ya al mundo colonial y que, criados en calidad de sirvientes entre mestizos y españoles, se encontraran integrados a la sociedad local. Llaman mucho la atención las menciones de “indios libres” encontradas tanto en las partidas sacramentales como en los padrones de fines del siglo xviii en la Nueva Vizcaya central;29 el adjetivo de “libre” sugiere que los demás indios no lo eran. Tal vez se trate de personas que habían adquirido algún oficio y logrado así independizarse.

Otros indios fueron calificados de mulatos para dejar de ser tributarios; aparece así en los registros parroquiales un extraordinario aumento de esa “casta” en la segunda mitad del siglo xviii, cuando la importación de esclavos africanos era ya muy poco significativa. En las tres últimas décadas del Siglo de las Luces, 40 por ciento de los sacramentados en Álamos eran mulatos: más de la mitad de la población de Parral y Chihuahua tenía esa calidad, al igual que en Nombre de Dios, un asentamiento agrícola situado entre Durango y Sombrerete (Cramaussel en prensa b).30 No sólo a los indios sino a todos los demás les convenía ese cambio de calidad; los mineros contaban con mano de obra permanente y los curas podían cobrar a los propietarios los sacramentos que administraban a esos nuevos “sirvientes de pie” de las haciendas. Al pertenecer a una hacienda estaban exentos de la tributación y nadie los podía compeler a ser enviados lejos de su lugar de residencia, sin tener la certeza de poder volver a ella; es lo que se observa en el real de Álamos, para el cual se cuenta con una interesante serie de informaciones matrimoniales (Cramaussel 2012). Al norte de la Nueva Galicia, donde se incluyó a las castas entre los tributarios a fines del siglo xviii,31 el tributo recaía exclusivamente en los indios. 

La tributación en trabajo tendió a desaparecer, salvo en los frentes de colonización más recientes donde ese régimen laboral era todavía necesario; se mantuvo, por ejemplo, en el distrito del real de Guarisamey, fundado a fines del siglo xviii (Cramaussel 2013). Era menester cuando menos medio siglo para lograr prescindir de los repartimientos. En el real de Parral, fundado en 1631, a fines del siglo xvii ya no había indios de repartimiento; en el valle agrícola de San Bartolomé tampoco los necesitaban los grandes propietarios pero seguían llegando a las estancias de los demás.32

Se despoblaban de ese modo las misiones: las jesuitas de Sinaloa y Sonora se quedaron casi sin gente, desapareció la misión de indios de Parral y en Chihuahua sólo se mantuvo la de Nombre de Dios. Mientras que muchos indios se quedaban en las haciendas, otros prefirieron correr el riesgo de ser reducidos al trabajo personal, y huyeron de la misión en la que habían sido congregados hacia lugares que se encontraban todavía fuera de control colonial, como lo fue en parte la vertiente occidental de la Sierra Madre Occidental. 

 

Conclusión

 

En el norte novohispano, el tributo en trabajo implicó siempre traslados de población. Por esta razón, tributación y poblamiento colonial son dos procesos concomitantes y estrechamente vinculados entre sí. A pesar de la violencia necesaria para su buen funcionamiento, encomiendas y repartimientos pervivieron porque sin ellos los colonizadores no contaban con la fuerza de trabajo suficiente para explotar los reales de minas, sobre todo en el caso de los recién descubiertos. El régimen laboral impuesto a los indios del septentrión novohispano fue mucho más cercano de lo que se piensa a la esclavitud. Los indios de encomienda se asentaban cerca de las haciendas de las que no podían alejarse, a menos de ser calificados de delincuentes, apóstatas o fugitivos que merecían la pena de muerte por su rebeldía. Las haciendas se vendían junto con ellos y al evaluar la propiedad se calculaba el monto de las deudas de los sirvientes, ya fueran éstos de encomienda o de repartimiento en los haberes de la misma. 

Para entender cómo se abastecían de mano de obra las haciendas agrícolas y mineras del septentrión novohispano, es necesario analizar al detalle el sistema de repartimiento que estuvo vigente durante toda la época colonial y ampliar la investigación a regiones que rebasan los límites estatales e incluso los jurisdiccionales de la época colonial. A la Nueva Vizcaya central llegaban de continuo contingentes de trabajadores del Nuevo México, de Sinaloa y de Sonora, sin los cuales los principales reales mineros no se habrían podido sostener y mucho menos prosperar. 	

Ahora bien, resulta muy difícil medir los flujos migratorios originados por la tributación vía la encomienda y el repartimiento y distinguirlos de los causados por la reducción al servicio personal, es decir, a la esclavitud temporal que amenazaba a todos los indios que no estaban integrados a misiones o haciendas. Las mejores fuentes para estudiar los desplazamientos de indios son los registros parroquiales, pero con base en las partidas sacramentales resulta imposible calcular la magnitud de los movimientos migratorios. Sin embargo, las pocas indicaciones que encontré acerca de la cantidad de indios foráneos sugieren que representaban cuando menos la cuarta parte de los trabajadores mineros en la Nueva Vizcaya central, durante las épocas de auge argentífero. Antes de que se arraigara la mano de obra india en las haciendas, era imposible prescindir de ellos.
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